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CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR

I. ANTECEDENTES

Resumen de admisibilidad

El 4 de junio de 2011, la ciudadana Beliza Coro Guairacaja presentó ante la
Corte Constitucional, para el período de transición, una demanda de
inconstitucionalidad de acto normativo, por el fondo, en contra del segundo y
quinto inciso del artículo 179 del Código Orgánico de Organización Territorial,
Autonomías y Descentralización, publicado enel suplemento del Registro Oficial
N.° 303 del 19 de octubre de 2010.

La Secretaría General de la Corte Constitucional, para el período de transición,
de conformidad con lo establecido en el inciso segundo del artículo 17 del
Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte
Constitucional, certificó que en referencia a la acción N.° 0038-11-IN, no se ha
presentado otra demanda con identidad de objeto y acción.

La Sala de Admisión de la Corte Constitucional, para el período de transición,
conformada por los jueces constitucionales Nina Pacari Vega, Alfonso Luz
Yunez y Patricio Pazmiño Freiré, considerando que la presente acción de
inconstitucionalidad de actos normativos reúne todos los requisitos de
admisibilidad, mediante auto del 29 de noviembre del 2011 a las 14h57, admitió
a trámite la acción formulada y dispuso: "a.- Se corre traslado con la demanda al
Arq. Fernando Cordero Cueva, en su calidad de presidente de la Asamblea
Nacional, al Econ. Rafael Correa Delgado, PhD, Presidente Constitucional de la
República, y Procurador General del Estado concediéndole[s] el término de
quince días para que intevengafn] de considerarlo necesario, defendiendo o
impugnando la constitucionalidad de las normas demandadas; b.- El secretario de
la Asamblea Nacional remita el expediente con los informes y demás
documentos que dieron origen a la norma; c- Póngase en conocimiento del
júblico la existencia de esta acción pública de inconstitucionalidad N.° 0038-11-

para cuyo efecto la secretaría de la Corte Constitucional debe realizar un
resumen completo y fidedigno de la demanda, la misma que deberá ser publicada
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en el Registro Oficial y en el portal electrónico de la Corte Constitucional; d.-
Tómese en cuenta la dirección electrónica señalada para sus notificaciones.- e.-
Procédase al sorteo correspondiente para la sustanciación de la presente acción".

El Pleno del Organismo, en sesión extraordinaria del Pleno del 2 de febrero de
2012, procedió al sorteo de las causas, correspondiendo a la jueza constitucional
Nina Pacari Vega sustanciar la presente causa, conforme consta del memorando
de la Secretaría General N.° 013-CC-SA-SG de 8 de febrero de 2012, por el cual
se remitió el expediente del caso N.° 0038-11-IN.

El 6 de noviembre de 2012, se posesionaron ante el Pleno de la Asamblea
Nacional los nueve jueces de la Primera Corte Constitucional, integrada conforme
lo dispuesto en los artículos 432 y 434 de la Constitución de la República.

En sesión extraordinaria del Pleno de la Corte Constitucional efectuada el 2 de
diciembre de 2012, se llevó a cabo el sorteo de causas, correspondiendo a la jueza
constitucional Wendy Molina Andrade sustanciar la presente causa, quien
mediante providenciade 13 de mayo de 2015, avocó conocimiento de la causa N.°
0038-11-IN, acción pública de inconstitucionalidad presentada por la señora
Beliza Coro Guairacaja en contra del artículo 179 del Código Orgánico de
Organización Territorial, Autonomías y Descentralización. A través de esta
providencia, la jueza sustanciadora dispuso que se notifique con el contenido de
dicha providencia a las partes procesales así como a los terceros con interés.

De la demanda y sus argumentos

La señora Beliza Coro Guairacaja demanda la inconstitucionalidad, por el fondo,
de los incisos segundo y quinto del artículo 179 del Código Orgánico de
Organización Territorial, Autonomías y Descentralización (en adelante
"COOTAD"), mediante los cuales se faculta a los gobiernos autónomos
descentralizados regionales y de los distritos metropolitanos a "fijar un monto
adicional referido a los impuestos a los consumos especiales y al precio de los
combustibles".

Disposiciones constitucionales que se consideran vulneradas

La accionante señala que la disposición normativa contenida 'en los incisos
segundo y quinto del artículo 179 del COOTAD, trasgrede los artículos 66
número 4 y 300 de la Constitución de la República.
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La señora Beliza Coro inicia su exposición señalando que el artículo 179 del
COOTAD otorga a los gobiernos autónomos descentralizados la potestad de fijar
montos adicionales a los impuestos a los consumos especiales y al precio de los
combustibles, encontrándose facultados para modificar los impuestos que han
sido establecidos mediante ley por la Asamblea Nacional.

Desde este punto de vista, sostiene en primer lugar que las disposiciones legales
impugnadas vulneran el principio de reserva de ley en materia tributaria, en tanto
solo por iniciativa de la Función Ejecutiva y mediante ley sancionada por la
Asamblea Nacional se podrá establecer, modificar, exonerar o extinguir
impuestos. Esto de conformidad a lo previsto en el artículo 132 numeral 3 de la
Constitución de la República que señala la exigencia de ley para crear, modificar
o suprimir tributos.

Reitera su argumento señalando que a partir de una interpretación integral y
tomando en cuenta el contenido del artículo 301 de la Constitución de la

República que exige que solo través de una ley se modifican los impuestos,
"permite concluir que la reserva de Ley en el caso de esta última es absoluta y
sobre la cual no cabe delegación para que a través de normativas secundarias y
por órgano distinto a la Asamblea Nacional se crean impuestos". Por lo tanto, los
impuestos solo pueden ser modificados mediante ley. Ello no impide, como
establece el artículo 132 que los organismos autónomos descentralizados regulen
tasas y contribuciones especiales a través de actos normativos, como lo establece
el artículo 301 de la Constitución de la República.

Expresa así que la facultad establecida en el artículo 179 del COOTAD otorga a
los gobiernos autónomos descentralizados regionales y de los distritos
metropolitanos, la facultad de fijar un monto adicional referido a los impuestos a
los consumos especiales y al precio de los combustibles, que será realizado a
través de la expedición de ordenanzas, acuerdos y resoluciones, mas no de una
ley, conforme lo establece la Constitución.

En cuanto a la presunta vulneración de los principios de generalidad, equidad e
igualdad, la accionante manifiesta que el artículo 179 del COOTAD crea una
situación contraria a estos preceptos, pues el hecho que los gobiernos autónomos
descentralizados regionales y distritos metropolitanos puedan modificar el
impuesto a los consumos especiales se traduce "en que no existirá uniformidad
del impuesto en el territorio nacional".

plica que a través del ejercicio de esta potestad, puede ocurrir el caso que el
monto adicional de los impuestos a la gasolina y a los consumos especiales
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establecido por un gobierno descentralizado regional autónomo, sea mucho
mayor que aquel establecido por otro gobierno descentralizado que también
puede ejercer tal potestad. A partir de esta premisa, señala que podría darse una
situación en la que los habitantes de una región, tributen más que los habitantes
de otra, aun cuando su situación económica sea la misma. "La única diferencia
que existiría, sería la ubicación geográfica de sus domicilios y en virtud de ella,
se determinaría el monto que están obligados a tributar. En este caso, entonces, la
carga tributaria no estaría distribuida equitativamente entre toda la población, y
efectivamente, la parte de ésta que tribute menos por el mismo impuesto, se
beneficiará de aquella parte de la población que está tributando en mayor
cuantía".

Manifiesta que el artículo 179 del COOTAD provoca trato distinto a un mismo
supuesto de hecho que genera desigualdad y que no existen razones justificables
ni mucho menos objetivas que permitan distinción en cuanto a dos personas que
viviendo en dos ciudades distintas, cumplan actividades económicas similares.
Añade que la finalidad de este artículo, es decir, "Establecer políticas públicas"
no guarda proporcionalidad con el fin "puesto que las políticas públicas pueden
establecerse sin la necesidad de discriminar arbitrariamente a los ciudadanos y
más aun amparándose por una modificación del impuesto a través de una
ordenanza".

Finalmente, en cuanto a la presunta vulneración del derecho de los ciudadanos a
transitar libremente y escoger el lugar de residencia, la accionante sostiene que el
problema se traduce en la elevación del costo que representa vivir en determinada
región, pues dependiente de la ciudad, el impuesto a los consumos especiales y
de la gasolina será más alto que en otras ciudades y quienes no tengan los
recursos necesarios como para cumplir con las exigencias impuestas por los
tributos, tendrá que encontrar un lugar más económico donde los impuestos no
sean tan altos y consecuentemente, pueda mantener los gastos de su familia.

Pretensión

La señora Beliza Coro solicita a la Corte Constitucional que "declare
inconstitucional el artículo 179 del Código Orgánico de Organización Territorial,
Autonomías y Descentralización, debido a que viola los artículos 66 N.° 4 y 14
132, 300 y 301".

Norma cuya inconstitucionalidad se acusa

Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomías y Descentralización
Publicado en el suplemento del Registro Oficial N.° 303 de 19 de octubre de 2010
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Art. 179.- Facultad tributaria.- Los gobiernos autónomos descentralizados regionales
podrán crear, modificar o suprimir, mediante normas regionales, tasas y
contribuciones especiales de mejoras generales o específicas por los servicios que son
de su responsabilidad y para las obras que se ejecuten dentro del ámbito de sus
competencias o circunscripción territorial.

Con la finalidad de establecer políticas públicas, los gobiernos autónomos
descentralizados regionales podrán fijar un monto adicional referido a los
impuestos a todos los consumos especiales, vehículos y al precio de los
combustibles.

Asimismo, los gobiernos autónomos descentralizados regionales podrán crear,
modificar o suprimir recargos, tasas y contribuciones de mejoras y de ordenamiento.

Los recursos generados serán invertidos en la región de acuerdo a sus competencias
bajo los principios deequidad territorial, solidaridad yen el marco de su planificación.

Esta facultad tributaria es extensible a los gobiernos autónomos descentralizados
de los distritos metropolitanos.

De la contestación de la demanda

Asamblea Nacional

El arquitecto Fernando Cordero Cueva, presidente de la Asamblea Nacional a la
fecha de la presentación de la demanda, comparece a la Corte Constitucional,
para el período de transición, dando contestación a la demanda y luego de
transcribir disposiciones normativas contenidas en la Constitución de la
República, en el COOTAD y en el Código Orgánico Tributario, expresa que la
facultad tributaria de los GAD se ejerce a través de tasas y contribuciones
especiales o de mejoras y que la facultad normativa deviene en normas
regionales u ordenanzas y que aquellas, a su vez, pueden contener la creación,
modificación o extinción de las tasas o contribuciones especiales o de mejoras, y
así debe entenderse la disposición impugnada que en nada contraviene el
ordenamiento constitucional y legal.

Explica que debe efectuarse una lectura integral del artículo 179 del COOTAD,
es decir analizarlo a partir de su primer inciso que menciona la facultad tributaria
de los gobiernos autónomos descentralizados en tanto aquella se materializa a
través de tasas y contribuciones especiales o de mejoras; y que la consecuencia
del segundo inciso, guarda relación con dicha facultad tributaria.

Finalmente solicita que "ante la evidente falta de sustento jurídico, solicito se
sirvan rechazar y desechar por improcedente e infundada la demanda planteada
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Presidencia de la República

Comparece ante la Corte Constitucional, para el período de transición, el doctor
Alexis Mera Giler, secretario nacional jurídico de la Presidencia de la República,
quien en cuanto a los argumentos de fondo que sustentan la demanda de
inconstitucionalidad señala en lo principal que la facultad tributaria que se les ha
concedido a los gobiernos autónomos descentralizados regionales para que
puedan crear, modificar o suprimir normas regionales, tasas y contribuciones
especiales de mejoras generales o específicas, se origina en varias disposiciones
constitucionales, entre las cuales señala y transcribe los artículos 132 numeral 3,
239, 240, 262 último inciso y 301 de la Norma Suprema.

Expresa que la Constitución de la República faculta o delega a la ley para que sea
esta la que regule o norme respecto a las tasas y contribuciones especiales, así
como también la determinación del régimen de los gobiernos autónomos
descentralizados y que de esta manera, el COOTAD acoge dicha facultad y no
solo la aplica en su artículo 179, sino a su vez en los artículos 181 y 186 en
donde se regula la facultad tributaria de los GAD provinciales, municipales y de
los distritos metropolitanos.

Manifiesta que los GAD no tienen la potestad para modificar los impuestos a los
consumos especiales, vehículos y al precio de los combustibles, "sino para
establecer un valor adicional a los mencionados impuestos que ya fueron
previamente determinados por una ley y ese valor adicional se lo realiza a través
de una tasa con la única finalidad de poder establecer las políticas públicas de
cada gobierno autónomo descentralizado regional".

Más adelante, señala que las políticas públicas constituyen el argumento para que
haya una diferenciación entre lo que normen los gobiernos autónomos
descentralizados regionales y que esto se da con la finalidad que cada GAD
pueda aplicar y desarrollar su propio política pública, según las necesidades de
sus habitantes, empleando de esta manera la generalidad y equidad.

Expresa que de aceptar la pretensión de la accionante, se estaría contraviniendo
la autonomía de los gobiernos autónomos descentralizados, en detrimento de lo
dispuesto en el artículo 85 de la Constitución de la República sobre la
formulación, ejecución, evaluación y control de las políticas públicas y servicios
públicos.

Finalmente solicita que "la acción de inconstitucionalidad por el fondo del
artículo 179 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomías y
Descentralización sea desechada en su totalidad mediante condigna sentencia".
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El abogado Marcos Arteaga Valenzuela, en su calidad de director nacional de
patrocinio y delegado del procurador general del Estado comparece ante la Corte
Constitucional, para el período de transición, y en lo principal señala que el
asambleísta constituyente otorgó a los gobiernos autónomos descentralizados de
las regiones, distritos metropolitanos, provincias y cantones, la potestad de
expedición de actos normativos de carácter general y que el artículo 132,
numeral 3 de la Constitución de la República "señala que se requiere ley para
crear, modificar o suprimir tributos, sin menoscabo de las atribuciones que la
Constitución otorga a los gobiernos autónomos descentralizados. En este sentido,
el principio de legalidad que alude la demanda, se refiere a la actuación de las
entidades públicas a lo atienten a la administración tributaria".

Explica que el principio de reserva de ley que tiene relación con el principio de
legalidad, poseen finalidad equivalente como la creación de normas jurídicas
para generar ingresos y así cubrir necesidades de la población; no obstante ha
sido atenuado con las normas constitucionales anteriores y más aun con la
vigente, "pues ya no cabría sostener que hay tributo sin ley, porque de acuerdo a
la normativa constitucional vigente, los gobiernos autónomos descentralizados
tienen la facultad de expedir a través de ordenanzas la regulación de tasas y
contribuciones especiales, es decir la Constitución de la República además de la
facultad legislativa confieren a estos organismos la facultad tributaria en esta
clase de tributos".

Manifiesta que los incisos cuestionados del artículo 179 del COOTAD no traen
consigo la facultad de los GAD para modificar impuestos que han sido creados
por ley, "sino que en ejercicio de la facultad legislativa, a través de la expedición
de acto normativo válido se pueda ejercer de manera plena la autonomía
administrativa y financiera de la que gozan estos órganos, y cumplir con la
obligaciones que como instituciones del sector público tienen ante sus
ciudadanos". Luego, expresa que una de las finalidades de los tributos es obtener
recursos presupuestarios para realizar obras y que conforme lo determina el
artículo 163 del COOTAD, los gobiernos autónomos deben generar sus propios
recursos financieros, "es decir que no es verdad que los recursos que se generen
en aplicación de la norma cuestionada en esta demanda, vayan a ser objeto de
rentas de otros gobiernos descentralizados de los beneficiarios serán los
habitantes de esa circunscripción territorial. El espíritu de la norma no es buscar
privilegios de ninguna índole entre las personas que paguen el porcentaje que el
gobierno descentralizado establezca".
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Con estas consideraciones, el representante de la Procuraduría General del
Estado solicita al Pleno de la Corte Constitucional el rechazo de esta acción por
improcedente.

Audiencia pública ante el Pleno de la Corte Constitucional

Mediante providencia de 8 de junio de 2016, suscrita por juez constitucional
Alfredo Ruíz Guzmán en calidad de presidente de la Corte Constitucional, se
convocó a las partes dentro del proceso a audiencia pública conforme lo dispuso
el Pleno del Organismo, en sesión del 1 de junio de 2016. Dicha diligencia se
realizó el día jueves 16 de junio de 2016, con presencia de las partes procesales y
terceros interesados dentro de la causa.

Interviene el doctor Francis Abad López en representación de la Asamblea
Nacional, quien expresa:

Es necesario para determinar el contenido, el alcance de la norma impugnada y ubicarla
dentro del cuerpo normativo existente; el artículo 179 está dentro del título sexto del
Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, debajo
del Capítulo 1: Normas generales, Capítulo 2: Tipos de recursos financieros, Capítulo 3:
Ingresos propios y la Sección Primera, de los Gobiernos Seccionales Autónomos; lo que
está impugnando este artículo es a una posibilidad que hasta el día de hoy no se la ha
realizado, en el país no se ha dado el paso de constituir en regiones autónomas
descentralizadas y el artículo impugnado establece sus competencias; sin embargo, va a
demostrar la constitucionalidad de este artículo, dentro de la secuencia que arma la ley
para llegar al artículo 179 en cual dice que los gobiernos autónomos descentralizados
generarán sus propios recursos, que tiene derecho a participar del presupuesto del
Estado, que toda norma que genera obligación tiene que estar presupuestada, que todo
lo que generan los impuestos, tasas y contribuciones tendrá que ir al presupuesto, que el
Banco Central generará sub partidas para cualquier tipo de distribución y sobre los
recursos financieros propios dice que esto se generará con tasas y contribuciones; el
artículo 179 va estructurando la posibilidad de que los gobiernos regionales autónomos
manejen su presupuesto y podrán crear, modificar o suprimir, mediante normas
regionales, tasas y contribuciones y que estos serán para objetivos especiales, para sus
servicios y para las obras especiales; luego establece que puede derogar estas y al final
establece una disposición que dice que de esta normativa también se pueden beneficiar
los Distritos Metropolitanos; la parte que está cuestionada es que dice que estas tasas y
contribuciones pueden ser indexadas a los impuestos porque esto violentaría todos los
principios constitucionales alegados; invoca algunas disposiciones; el artículo 244
permite crear las regiones autónomas descentralizadas, el artículo 245 permite a las
regiones autónomas descentralizadas dictar su propio estatuto autonómico regional a
través de un proyecto de ley de regionalización; el/artículo 240 otorga facultades
legislativas y el artículo 262 establece sus atribuciones y competencias; en conclusión
indica que la nueva Constitución de la República/vigente desde el 20 de octubre del
2008, generó varios y nuevos paradigmas, entre^llos dentro de la conformación del
Estado, dijo que el Gobierno se organiza de manera descentralizada, esto es lo que ha
venido construyendo luego a través de las leyes y a través de esta nueva visión, por eso
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se ha fortalecido a los gobiernos autónomos descentralizados, se les ha dado la facultad
legislativa y por eso es que a lo largo de varias disposiciones se han equiparado
respetando las diferencias entre lo que debemos entender por impuestos con tasas y
contribuciones; añade que no es verdad que todos los impuestos deben necesariamente
nacer de un acto de legislación, lo que sí es verdad esque todo impuesto tiene que tener
una base legal y una reserva legal, aquí se tiene un ejemplo claro: los aranceles no se
modifican por acto legislativo en cada momento, está delegada esta atribución al señor
presidente de la República, quien a través de los decretos ejecutivos puede reformar los
aranceles y estos en coordinación con el Consejo de Comercio Exterior e Inversiones
(COMEXI), por lo que no es cierto toda laargumentación que se ha sostenido a lo largo
del escrito indicándonos que la reserva legal impediría absolutamente esta actuación y
que se estaría modificando los impuestos, cosa que no es verdad. Otro ejemplo, de
delegación normativa se tendría en el Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de
la Función Ejecutiva cuya base legal es la Ley de Modernización; sin embargo, toda
esta normativa está dada por delegación, con lo que se da una explicación al tema de
que únicamente por acto de legislación se podría generar este tipo de situaciones sobre
la norma en concreto. El artículo 179 está afectando exclusivamente a las regiones
autónomas descentralizadas, situación que hasta el momento es inexistente; señala que
va hacer un análisis con la experiencia que ha existido en lo que tiene que ver a los
distritos metropolitanos que es exactamente la misma situación; el Distrito
Metropolitano de Quito que podría afectar, es decir indexarse a los impuestos, pero
únicamente son impuestos limitados, consumos especiales, vehículos y gasolina, el
Distrito Metropolitano de Quito lo que ha utilizado su facultad, es en el tema de tránsito
y de vehículos, respetando los impuestos normales, los vehículos están sometidos a los
impuestos de internación en el Ecuador, impuesto de transacción comercial, impuesto
de matrícula, el impuesto verde, pero sobre esto el Distrito Metropolitano de Quito ha
generado una tasa por polución, por zona azul, por zona de seguridad y esto no significa
que ha modificado los impuestos, que todo el país y en toda la República se aplique el
impuesto que existe a lacirculación ya los vehículos, no significa que lo que resuelva el
Distrito Metropolitano de Quito tenga vigencia en otras zonas, es decir que se estaría
modificando al impuesto, no es verdad que se está modificando al impuesto, sino que
esta es una herramienta que está dada para que los gobiernos regionales autónomos
puedan de alguna manera financiar sus actividades; esta experiencia ha sido excelente
para el caso de Quito, no ha modificado los impuestos, ni tampoco los ha derogado, ni
ha generado mayor tributo sobre el que existe actualmente, lo que se ha hecho es
generar una tasa indexada al impuesto. De esta manera, dicen que no hay violación a los
principios de todo tributo, no hay violencia al principio de igualdad y generalidad,
porque el tributo se aplica en todo el país, que haya alguna diferencia por zona,
justificándose el por qué en función de este artículo que es el espíritu de esta norma, que
los gobiernos regionales autónomos puedan a través de esta contribución especial
financiar obras especiales; repite que el único caso que se ha dado a lo largo de estos 6
años de vigencia del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y
Descentralización no existe uno solo, porque no hay regiones autónomas todavía y la
excelente experiencia que ha habido en el caso del Distrito Metropolitano que en lo
absoluto se ha demostrado que en la práctica no se violenta ningún principio a los
tributos.

^Interviene el doctor Diego Carrasco Falconí en representación de la Procuraduría
"enera! del Estado quien manifiesta: 94
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Que la demanda inobserva lo que establece el artículo 79 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional porque la misma no cuenta con los
elementos ciertos, específicos y claros que permitan determinar una incompatibilidad
normativa con la Constitución, tal es así que en la propia demanda se invoca artículos
que no tienen relación con la norma impugnada, como es lo que determina el numeral 4
del artículo 66 que trata del libre tránsito en el territorio nacional, que evidentemente
esta disposición inconstitucional alegada que supuestamente iría en contra, no tiene
relación alguna con el tema que se está tratando; la interpretación sistemática a la
Constitución, establece que las normas jurídicas deben ser interpretadas a partir del
contexto general del acto normativo, es así que en los artículos 238 y 239 da a los
gobiernos autónomos, a los gobiernos provinciales y a los gobiernos por extensión del
Distrito Metropolitano la autonomía financiera, política y administrativa y además estos
determinan que se regirán por sus propias leyes, es decir que la Asamblea Nacional de
conformidad al artículo 250 le da los GAD regionales y en este caso a los
metropolitanos la facultad de expedir sus propias leyes a través de un acto normativo
válido que le permita generar recursos; el objeto de esta acción pública de
inconstitucionalidad en su parte pertinente y lo que da lugar a que se la presente es que
si el artículo cuestionado al otorgarle esta competencia a los gobiernos descentralizados
regionales y por extensión a los GAD metropolitanos podría modificar el monto fijado
al cobro referido de los impuestos a los consumos especiales y a los precios de
combustibles; esto evidentemente la respuesta sería contundente y decir que no, de esta
manera no es que los GAD municipales a través de la norma que se encuentra prevista
en el artículo 179 podría modificar esta clase de impuestos, porque se hace a través del
principio de reserva de ley y que es de competencia de la Función Ejecutiva y a través
de la Asamblea Nacional; los incisos cuestionados en el artículo 179 del Código
Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización no traen consigo
la facultad de los GAD de modificar impuestos que han sido creados por Ley, sino que
en ejercicio de la facultad legislativa y a través de la expedición de un acto normativo de
carácter general puedan ejercer de manera plena la autonomía administrativa financiera
conforme lo dispone el artículo 163 del Código Orgánico de Organización Territorial,
Autonomía y Descentralización, siendo errado que los recursos que generen en la
aplicación de las normas vayan a ser objeto de rentas de otros gobiernos
descentralizados, como lo ha manifestado el accionante dentro de la demanda de acción
pública de inconstitucionalidad; evidentemente no existe una incompatibilidad
normativa, no se cumple con lo que determina la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional en su artículo 79, por lo que solicita se
rechace la demanda de acción pública presentada y solicita un término para legitimar su
intervención.

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE

CONSTITUCIONAL

Competencia

El Pleno de la Corte Constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 436 numeral 2 de la Constitución de la República, es competente para:

2. "Conocer y resolver las acciones públicas de inconstitucionalidad, por el fondo o por la
forma, contra actos normativos de carácter general emitidos por órganos y autoridades del
Estado. La declaratoria de inconstitucionalidad tendrá como efecto la invalidez del acto
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Por su parte, la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, publicada en el suplemento del Registro Oficial n°. 52 del 22 de
octubre del 2009, en el Título III CONTROL ABSTRACTO DE
CONSTITUCIONALIDAD, trata de esta acción. De manera particular, el
artículo 74 señala:

Art. 74.- Finalidad.- El control abstracto de constitucionalidad tiene como finalidad

garantizar la unidad y coherencia del ordenamiento jurídico a través de la identificación y
la eliminación de las incompatibilidades normativas, por razones de fondo o de forma,
entre normas constitucionales y las demás disposiciones que integran el sistema jurídico.

Análisis de constitucionalidad

Como lo determina la Constitución de la República en su artículo 436 número 2
de conformidad a las competencias de la Corte Constitucional, le corresponde a
este Organismo "Conocer y resolver las acciones públicas de
inconstitucionalidad, por el fondo o por la forma, contra actos normativos de
carácter general emitidos por órganos autoridades del Estado. La declaratoria de
inconstitucionalidad tendrá como efecto la invalidez del acto normativo

impugnado".

El alcance de esta acción pública de inconstitucionalidad se hace extensiva,
dentro del marco constitucional ecuatoriano, tanto a los actos normativos de
carácter general emitidos por órganos o autoridades del Estado cuanto a los actos
administrativos con efectos generales emitidos por toda autoridad pública; de ahí
que el primer alcance que tiene este control abstracto es su carácter general
respecto a las normas o actos administrativos imputados como inconstitucionales.

Empero, dentro del sistema jurídico constitucional ecuatoriano esta acción
también se hace extensiva para las enmiendas y reformas constitucionales;
resoluciones legislativas aprobatorias de tratados internacionales, leyes, decretos
leyes de urgencia económica; objeciones de inconstitucionalidad presentadas por
la presidenta o presidente de la República, en el proceso de formación de leyes,
proyectos de reformas, enmiendas y cambios constitucionales, convocatorias
para referendo para reforma, enmienda o cambio constitucional, decretos que
declaran o que se dictan con fundamento en los estados de excepción, tratados
internacionales, convocatorias a consultas populares, estatutos de autonomía y
sus reformas, además de ejercer un control en cuanto a la inconstitucionalidad de
normas conexas.
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Otra característica de esta forma de control está dada por su carácter abstracto, es
decir que la contradicción de la norma con el texto normativo no está
direccionada hacia una persona o grupo de personas en particular, sino que la
afectación se la hace a toda la sociedad, es decir no existe un sujeto determinado
de afectación sino que ha de entenderse como el sujeto afectado a toda la
colectividad, asegurándose de esta manera la supremacía de la Constitución.

En cuanto a los efectos que genera la declaratoria de inconstitucionalidad tanto
de actos normativos como administrativos de carácter general, los mismos se
verán expresados en la invalidez del acto impugnado, generándose un efecto erga
omnes o general respecto a esas disposiciones normativas.

Siendo el estado de la causa el de resolver y siguiendo la línea jurisprudencial
establecida por la Corte Constitucional, este Organismo procede a efectuar el
análisis por la forma del Código Orgánico de Organización Territorial,
Autonomías y Descentralización y por el fondo de los incisos segundo y quinto
del artículo 179 de dicho cuerpo normativo.

Análisis de constitucionalidad por la forma

Esta Corte Constitucional^ sin perjuicio que la accionante no ha formulado en su
demanda de inconstitucionalidad acusación sobre la constitucionalidad formal

del COOTAD, se realizará control de la constitucionalidad de la forma, para
efecto de lo cual se considerará el siguiente problema jurídico:

¿Existió vulneración al trámite constitucional en la expedición del Código
Orgánico de Organización Territorial, Descentralización y Autonomías,
COOTAD?

Para iniciar el análisis jurídico sobre la verificación de los requisitos
constitucionales de forma que debieron ser observados por el COOTAD para su
adecuada expedición, conviene hacer mención al contenido del artículo 114 de la
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional que
establece "El control formal de constitucionalidad tendrá en cuenta los principios
y reglas previstos en la Constitución y la ley que regula la Función Legislativa y
el cumplimiento de los principios de publicidad y unidad de materia".

De conformidad con lo previsto en el artículo 78 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional, el plazo para interponer las acciones
de inconstitucionalidad por la forma, debe realizarse "dentro del año siguiente a
su entrada en vigencia" y si bien, en el presente caso la accionante Beliza Coro
Guairacaja no ha formulado objeciones de inconstitucionalidad por la forma del
Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomías y Descentralización,
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es menester señalar que dicho cuerpo normativo fue publicado en suplemento del
Registro Oficial de 19 de octubre de 2010 y que la demanda de
inconstitucionalidad fue presentada ante la Corte Constitucional, para el período
de transición, el 4 de julio del 2011; es decir la demanda de inconstitucionalidad
fue presentada dentro del plazo establecido por el artículo 78 numeral 2 de la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. En este sentido,
la Corte Constitucional procede a efectuar de oficio el control de
constitucionalidad por la forma.

El primer aspecto que debe ser tomado en cuenta en el control formal de
constitucional, radica en la identificación del proponente de la iniciativa de la
propuesta de Ley que de conformidad con lo establecido en el artículo 134 de la
Constitución de la República, corresponde a:

Art. 134.- La iniciativa parapresentar proyectos de leycorresponde:

1. A las asambleístas y los asambleístas, con el apoyo de una bancada legislativa o
de al menos el cinco por ciento de los miembros de la Asamblea Nacional; 2. A la
Presidenta o Presidente de la República; 3. A las otras funciones del Estado en
los ámbitos de su competencia; 4. A la Corte Constitucional, Procuraduría General
del Estado, Fiscalía General del Estado, Defensoría del Pueblo y Defensoría
Pública en las materias que les corresponda de acuerdo con sus atribuciones; 5. A
las ciudadanas y los ciudadanos que estén en goce de los derechos políticos y a las
organizaciones sociales que cuenten con el respaldo de por lo menos el cero punto
veinticinco por ciento de las ciudadanas y ciudadanos inscritos en el padrón
electoral nacional; 6. Quienes presenten proyectos de ley de acuerdo con estas
disposiciones podrán participar en su debate, personalmente o por medio de sus
delegados.

En el presente caso, puede advertirse en primer lugar del contenido del oficio N.°
T.4570-SGJ-09-1657 del 10 de julio de 2009, suscrito por el presidente de la
República, economista Rafael Correa Delgado y mediante el cual se dirige al
presidente de la Comisión Legislativa y de Fiscalización y. presidente de la
Asamblea Nacional, arquitecto Fernando Cordero Cueva, remitiendo el
"Proyecto de Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y
Descentralización - COOTAD- a fin de que por su intermedio se dé el trámite
pertinente, en cumplimiento del numeral noveno de la Disposición Transitoria
Primera de la Carta Fundamental". De esta manera, la Corte Constitucional ha
verificado la competencia del proponente de la iniciativa de ley, es decir el
presidente de la República, y quien se encontraba constitucionalmente facultado
para enviar aquella propuesta a la Asamblea Nacional.

Posteriormente, de la documentación remitida desde la Asamblea Nacional puede
Ivertirse que el 10 de julio de 2009, mediante memorando N.° SCLF-2009-888

el doctor Francisco Vergara en su calidad de secretario de la Comisión
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Legislativa y de Fiscalización de la Asamblea Nacional, en cumplimiento del
artículo 24 del Mandato Constituyente N.° 23, remitió al ingeniero Gustavo
Darquea, presidente de la Comisión Especializada de Organización Territorial y
Gobiernos Autónomos, el proyecto de Código Orgánico de Organización
Territorial, Autonomía y Descentralización (COOTAD), en cumplimiento de la
Resolución N.° CAL-09-140 emitida por el Consejo de Administración
Legislativa en sesión del 10 de julio de 2009. En esta resolución, el Consejo de
Administración Legislativa dispuso a la Comisión Especializada de Organización
Territorial y Gobiernos Autónomos que inicie el trámite legislativo
correspondiente a partir de 10 de julio de 2009.

El 27 de julio de 2009, mediante oficio N.° COTGA-GD-2009-246, el presidente
de la Comisión de Organización Territorial y Gobiernos Autónomos de la
Asamblea Nacional, Gustavo Darquea, remitió al presidente de la Comisión de
Legislación y Fiscalización, arquitecto Fernando Cordero Cueva, el informe
favorable de mayoría para el primer debate del Proyecto de Código Orgánico de
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (COOTAD).

Ahora bien, de conformidad con el artículo 137 de la Constitución de la
República, "El Proyecto será sometido a dos debates. La presidenta o presidente
de la Asamblea Nacional, dentro de los plazos que establezca la ley, ordenará que
se distribuya el proyecto a los miembros de la Asamblea y se difunda
públicamente su extracto, y enviará a la comisión que corresponda, que iniciará
su respectivo conocimiento y trámite".

En el caso del COOTAD, el secretario general de la Asamblea Nacional ha
certificado que el mismo fue discutido y aprobado en las siguientes fechas: i)
primer debate, el 29 de julio de 2009 (Comisión Legislativa y de Fiscalización);
y, ii) segundo debate: 09, 10 y 11 de marzo de 2010 y 11 de agosto de 2010. Una
vez aprobado el proyecto en segundo debate por la Asamblea Nacional, el
presidente de dicho organismo suscribió el oficio N.° PAN-FC-010-1431 de 11
de agosto de 2010 y remitió al señor presidente de la República el proyecto de
Código Orgánico de Organización Territorial Autonomía y Descentralización
para su sanción u objeción, de conformidad con lo dispuesto en el último inciso
del artículo 137 de la Constitución de la República.

En respuesta, mediante oficio N.° T-4570-SNJ-10-1350 del 3 de septiembre de
2010, el economista Rafael Correa Delgado, presidente constitucional de la
República, presentó a la Asamblea Nacional su objeción parcial a varios artículos
del Proyecto de Ley en mención. Posteriormente, el Pleno de la Asamblea
Nacional, según consta de la certificación expedida por el secretario general de la
Asamblea, mediante oficio N.° SAN-2010-671 de 4 de octubre de 2010, en
sesión N.° 57 llevada a cabo el 21 de septiembre de 2010, trató la objeción
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parcial, ratificándose en el texto remitido a la Presidencia de la República por la
Función Legislativa mediante oficio N.° PAN-FC-010-1431, de 11 de agosto de
2010, en lo siguiente: artículos 110, 295,340, primer inciso del artículo 354, 441
y disposición transitoria décima. De igual manera, el secretario general certificó
en el mismo documento que en la sesión 57a, el Pleno de la Asamblea Nacional
se allanó respecto a la objeción parcial presentada por el presidente
constitucional de la República, en lo siguiente: artículos: 3; 15; 16; 34; 37; 50
57; 60; 66; 67; 70; 90; 93; 95; 99; 117; 118; 119; 121; 127; 128; 129; 130; 136
137; 138; 144; 145; 154; 157; 167; 172; 173; 177; 179; 182; 186; 193; 194; 195
196; 200; 211; 251; 257; 296; 318; 325; 329; 331; 348; 379; 380; 384; 395; 399
400; 410; 412; 452; 454; 458; 466; 472; 474; 503; 526; 541; 553; 562; 568; 594
disposiciones generales segunda y quinta; disposiciones transitorias tercera
octava y décimo primera, décimo segunda, décimo cuarta, décimo quinta
vigésimo primera; vigésimo sexta y disposición derogatoria primera.

Posteriormente, se remitió por parte del doctor Alexis Mera Giler, secretario
nacional jurídico de la Presidencia de la República, el oficio N.° T.4570-SNJ-10-
1516 del 11 de octubre de 2010, al director ejecutivo del Registro Oficial, el
Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomías y Descentralización
para su correspondiente publicación.

Respecto del principio de unidad de materia

Él principio de unidad de materia se encuentra establecido en el artículo 136 de
la Constitución de la República, como un requisito para la tramitación de un
proyecto a cargo del parlamento. Este artículo señala: "Los proyectos de ley
deberán referirse a una sola materia"; en armonía con lo establecido en el artículo
56 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa que determina tal requisito para
la calificación del proyecto por parte del Consejo de Administración Legislativa.

En su debido momento, la Corte Constitucional, para el período de transición,
mediante sentencia N.° 028-12-SIN-CC, señaló que "...el principio de unidad de
materia solo resultaría vulnerado cuando el precepto de que se trata se muestre
objetivo y razonablemente ajeno al contenido temático de la ley de la que hace
parte"1.

De allí que en el examen de constitucionalidad formal en cuanto a este principio
debe iniciar por determinar el contenido temático del cuerpo normativo, para
posteriormente analizar si las disposiciones que lo componen se encuentran
objetiva y razonablemente dentro de aquel núcleo temático. Así, mediante la
gejrit£ricia N.° 003-14-SIN-CC, la Corte Constitucional señaló que "El artículo

1Corte Constitucional para el período de transición,sentencia N.° 0028-12-SIN-CC, casos Nros.0013-12-IN,0011-12-IN,0014-12-
IN y 0016-12-IN, acumulados.
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116 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional
determina que para verificar aquella adecuación temática, se debe observar el
cumplimiento de lo siguientes elementos: la referencia de todas las disposiciones
de una ley a una sola materia; la correspondencia entre la totalidad del contenido
del proyecto con su título, y la conexidad entre las disposiciones legales. En
definitiva este principio requiere de la legislatura el tratamiento de proyectos
parlamentarios que cuenten con la suficiente coherencia en la determinación del
título, la materia, el ámbito, así como una relación jurídica de correspondencia
normativa".2

En el presente caso se analiza el acto normativo que lleva por título: Código
Orgánico de Organización Territorial, Autonomías y Descentralización; su objeto
es, según su artículo 1, establecer la organización político-administrativa del
Estado ecuatoriano en el territorio: el régimen de los diferentes niveles de
gobiernos autónomos descentralizados y los regímenes especiales, con el fin de
garantizar su autonomía política, administrativa y financiera. Además, desarrolla
un modelo de descentralización obligatoria y progresiva a través del sistema
nacional de competencias, la institucionalidad responsable de su administración,
las fuentes de financiamiento y la definición de políticas y mecanismos para
compensar los desequilibrios en el desarrollo territorial. En relación a esta
denominación y ámbito se han establecido los siguientes contenidos: principios
generales, organización del territorio; gobiernos autónomos descentralizados;
regímenes especiales; descentralización y sistema nacional de competencias;
recursos financieros de los gobiernos autónomos descentralizados; modalidades
de gestión, planificación, coordinación y participación; disposiciones comunes y
especiales de los gobiernos autónomos descentralizados; disposiciones especiales
de los gobiernos metropolitanos y municipales; disposiciones generales;
disposiciones transitorias; reformatorias, derogatorias y disposición final,
contemplados en los Títulos I, II, III, IV, V, VI, Vil, VIH, IX y otras
respectivamente; así al revisar el contenido del acto normativo bajo examen no se
identifican disposiciones que no se encuentren relacionadas directamente con la
organización territorial y el régimen de autonomías y descentralización del
Estado, que equivale a que su contenido guarda coherencia temática con una
materia específica con su título y entre todos sus enunciados.

Con estos antecedentes, no habiéndose encontrado indicios o elementos que
demuestren irregularidades o inconsistencias en el proceso de creación,
formación y expedición de la norma denominada Código Orgánico de
Organización Territorial, Autonomías y Descentralización, la Corte
Constitucional ha verificado el cumplimiento de las disposiciones
constitucionales para la tramitación y expedición del/COOTAD, llegando a la

• /

2 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 003-14-SIN-CC, casos Nros./(K)14-13-IN y 0023-13-IN y 0028-13-IN
acumulados.
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conclusión de que no ha existido violación del trámite constitucional pertinente,
ni afectación al principio de unidad de materia y por lo tanto ha superado el
control constitucional de forma satisfactoriamente.

Análisis de constitucionalidad por el fondo

Una vez que han sido revisados los requisitos de forma del Código Orgánico de
Organización Territorial, Autonomías y Descentralización, la Corte
Constitucional procede a continuación a realizar el control en cuanto a las
posibles inconstitucionalidades de fondo manifestadas por la legitimada activa en
contra de los incisos segundo y quinto del artículo 179 del COOTAD, para efecto
de lo cual se planteará el siguiente problema jurídico:

Los incisos segundo y quinto del artículo 179 del Código Orgánico de
Organización Territorial, Autonomías y Descentralización, ¿son contrarios
al principio constitucional tributario de reserva de ley previsto en el artículo
301 de la Constitución de la República?

Como primerpunto del análisis es menester señalar que el principio de reserva de
ley en relación con los tributos, se encuentra establecido en el artículo 132 de la
Constitución de la República, cuando señala en su numeral tercero:

Art. 132.- La Asamblea Nacional aprobará como leyes las normas generales de interés
común. Las atribuciones de la Asamblea Nacional que no requieran de la expedición de
una ley se ejercerán a través de acuerdos o resoluciones. Se requerirá de ley en los
siguientes casos:

3. Crear, modificar o suprimir tributos, sin menoscabo de las atribuciones que la
Constitución confiere a los gobiernos autónomos descentralizados.

Asimismo, el texto constitucional hace referencia al principio de reserva de ley a
través de sus artículos 120 numeral 7 y 301, que de modo expreso señalan:

Art. 120.- La Asamblea Nacional tendrá las siguientes atribuciones y deberes, además
de las que determine la ley:
(...) 7. Crear, modificar o suprimir tributos mediante ley, sin menoscabo de las
atribuciones conferidas a los gobiernos autónomos descentralizados.
Art. 301.- Sólo por iniciativa de la Función Ejecutiva y mediante ley sancionada por la
Asamblea Nacional se podráestablecer, modificar, exonerar o extinguir impuestos. Sólo
por acto normativo de órgano competente se podrán establecer, modificar, exonerar y
extinguir tasas y contribuciones. Las tasas y contribuciones especiales se crearán y
regularán de acuerdo con la ley.

En cuanto al artículo 301 de la Constitución de la República, la Corte
f Constitucional ha expresado a través de su sentencia N.° 006-13-SIN-CC que el
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principio de reserva de ley integra la tesis nullum tributum sine lege que significa
no hay tributo sin ley previa. El mismo, deviene de fundamental importancia para
el derecho tributario ya que sirve como fundamento de seguridad jurídica para
los contribuyentes, puesto que al no ser la relación jurídica entre el Estado y
contribuyentes una relación de iguales, resulta fundamental el establecimiento de
normas jurídicas previas, claras y concisas que delimiten y delineen el ejercicio
del poder tributario. En efecto, el principio de legalidad en materia tributaria ha
estado presente en el derecho constitucional ecuatoriano desde la Constitución de
1835, en la que se lo regulaba conjuntamente con el principio de
proporcionalidad; sin embargo, a través de los años este principio ha ido
evolucionando positivamente, siendo en la actualidad la principal fuente del
derecho tributario.3

Así, conviene tener en cuenta que en su debido momento, la Corte
Constitucional, para el período de transición, sostenía una postura doctrinaria que
no diferenciaba el principio de legalidad del principio de reserva de ley. Un
ejemplo de aquello es la sentencia N.° 003-09-SIN-CC que señalaba "Solo por
acto legislativo de órgano competente se podrán establecer, modificar o extinguir
tributos. Confirmando lo dicho, Valdés Costa señala, la obligación del sujeto de
pagar el tributo al sujeto activo encuentra su fundamento jurídico únicamente en
un mandato legal, condicionado a su vez por la Constitución. El derecho del
sujeto activo existe en cuanto una ley no impugnan al sujeto activo la obligación
correspondiente".4

De igual manera, en la sentencia N.° 0018-12-SIN-CC5 sobre el principio de
legalidad, la Corte Constitucional, para el período de transición, mencionaba que:

El principio de legalidad en materia tributaria se encuentra consagrado en el artículo
301 de la Constitución de la República, en los siguientes términos: "Solo por iniciativa
de la Función Ejecutiva y mediante ley sancionada por la Asamblea Nacional se podrá
establecer, modificar, exonerar o extinguir impuestos. Sólo por acto normativo de
órgano competente se podrán establecer, modificar, exonerar y extinguir tasas y
contribuciones. Las tasas y contribuciones especiales se crearán y regularán de acuerdo
con la ley". En esta línea, el Código Tributario, al referirse al poder tributario, en su
artículo 3, prescribe que: "solo por acto legislativo de órgano competente se podrán
establecer, modificar, exonerar o extinguir tributos. No se dictarán leyes tributarias con
efecto retroactivo en perjuicio de los contribuyentes. Las tasas y contribuciones
especiales se crearán y regularán de acuerdo con la ley. Así conforme a la doctrina, el
principio de legalidad fundado en el postulado "no taxation without representation",
manda que para el caso de creación, modificación, exoneración o extinción de tributos
se cuente necesariamente con una ley formal expedida por el Órgano Legislativo
competente, en la cual además deberán constar los elementos estructurales del tributo,

/
3 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 006-13-SIN-CC, caso N.° 0036-10-IN, acumulados 0038-10-IN, 0039-10-IN,
0027-11-IN, 0032-12-IN y0033-12-IN, pág. 43 y44. /
4CorteConstitucional, parael período de transición, sentencia N.° 003-09-SIN-CC, casó N.° 0021-2009-IA, p. 33.
5 Corte Constitucional del Ecuador. Sentencia 018-12-SIN-CC, en el caso 0008-10-IN.
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como son: el objeto imponible, los sujetos activo y pasivo, la cuantía o la forma de
establecerla, las exenciones y deducciones, los reclamos, recursos y demás materias
reservadas a la ley que deban concederse, los reclamos, recursos y demás materias
reservadas a la ley que deban concederse, en atención a los previsto en el artículo 4 del
Código Tributario. En otras palabras, conforme dicho principio "es necesaria una Ley
formal para el establecimiento de tributos.

A diferencia de su predecesora, la primera Corte Constitucional, a través de la
sentencia N.° 006-13-SIN-CC citada ut supra, aclaró que si bien gran parte de la
doctrina ha sostenido que el principio de legalidad en materia tributaria es
equivalente al principio de reserva de ley, el segundo es un subprincipio del
primero y para el efecto la Corte ha seguido el criterio doctrinario formulado por
el autor Guillermo Salazar cuando este señala: "La existencia de las reservas de

ley nacidas de la Carta Magna y del principio nulla poena sine lege tiene un
efecto jurídico fundamental: la imposibilidad constitucional para que el
legislador renuncie a su facultad legislativa en lo que constituye la materia
reservada. Es decir que el legislador de ciertas áreas pero la Constitución Política
prohibe dicha renuncia cuando el constituyente ha deseado que determinadas
materias solo puedan normarse mediante el procedimiento legislativo".6

De igual manera, mediante sentencia N.° 002-14-SIN-CC7, correspondiente al
caso N.° Ó056-12-IN y acumulados, la primera Corte Constitucional señaló:

Es fundamental anotar entonces, que el principio constitucional de reserva de ley o
reserva legal establece que determinadas materias deben ser reguladas exclusivamente
por normas expedidas por el órgano legislativo, constituyéndose en una importante
garantía del orden democrático que asegura a la ciudadanía representada por el
Parlamento, la facultad de definir y regular las materias de especial importancia a través
de debates plurales y transparentes dotados de legitimidad.

De esta manera, el principio de reserva de ley en materia tributaria se manifiesta
como una expresión de seguridad jurídica frente a la potestad impositiva que
cumple el Estado hacia los contribuyentes y a partir de este punto de vista,
conviene señalar aquellas disposiciones constitucionales que determinan y
establecen tal principio.

En tal sentido, la Corte Constitucional debe evaluar si la potestad conferida a los
gobiernos autónomos descentralizados regionales y de los distritos
metropolitanos para fijar un monto adicional referido a los impuestos a todos los
consumos especiales, vehículos y al precio de los combustibles, incurre en
trasgresión del principio constitucional referido. Para el efecto, es necesario tener

cuenta que el principio de reserva de ley tiene alcances en cuanto a la

GuillermoSalazar, El principio de legalidad tributaria, Ed. Asociación de Municipalidades EcuatorianasAME, serie jurídica 7,
1998, citado en la sentencia N.° 006-13-SIN-CC
7CorteConstitucional del Ecuador, sentencia N.°002-14-SIN-CC, caso N.°0056-12-IN.
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obligatoriedad en cuanto la norma legal que da origen al tributo, contenga
además los elementos básicos y estructurantes de este, es decir el hecho
generador, los sujetos de la relación tributaria, exenciones, exoneraciones,
deducciones, sanciones, reclamos y recursos; de esta manera, el principio de
reserva de ley será observado adecuadamente en tanto el tributo y sus elementos
tengan un origen legal.

En el caso sub judice, la principal objeción formulada en contra de los incisos
segundo y quinto del artículo 179 del COOTAD es que tales disposiciones
normativas facultan a los gobiernos autónomos descentralizados a establecer
gravámenes adicionales a los impuestos a los consumos especiales, de vehículos
y combustibles que adquieran los sujetos pasivos de cada obligación tributaria en
las respectivas circunscripciones territoriales de cada gobierno autónomo
descentralizado y que tales gravámenes, conforme explica la accionante en su
demanda, no han sido determinados por acto legislativo, quedando a discreción
de las autoridades de tales entidades, la fijación discrecional de la tarifa
adicional (monto adicional de acuerdo a la terminología usada por el COOTAD)
que deberán cumplir los sujetos pasivos mencionados.

En efecto, y sin que la Corte Constitucional pretenda efectuar una interpretación
del artículo 4 del Código Tributario en tanto aquello se encuentra fuera de las
competencias de este Organismo, conviene únicamente hacer mención que tal
disposición normativa establece que las leyes tributarias deben determinar el
objeto imponible, los sujetos activo y pasivo, la cuantía del tributo (tarifa) o la
forma de establecerla, las exenciones y deducciones; a partir de aquello al revisar
el contenido del inciso segundo del artículo 179 del COOTAD, se advierte que
tal disposición normativa hace mención al impuesto de consumos especiales8, a
los vehículos y al precio de los combustibles y otorga a los gobiernos autónomos
descentralizados de las regiones (inciso segundo) y de los distritos
metropolitanos (inciso quinto) a establecer montos adicionales a dichos tributos
con la "finalidad de establecer políticas públicas".

Desde este punto de vista, la Corte Constitucional advierte que el legislador ha
pretendido dotar a dichos GAD de la posibilidad de fijar, a través de actos
normativos regionales, provinciales o municipales, gravámenes a ciertos bienes y
consumos que cuentan ya con los respectivos gravámenes y que estos últimos sí
han sido establecidos debidamente y bajo el principio de legalidad, en el
ordenamiento jurídico; tal sucede con el impuesto a los consumos especiales y
aquellos que gravan la compra de vehículos o la comercialización de
combustibles.

8El artículo 75delaLey deRégimen Tributario interno establece el"impuesto a los consumos especiales ICE" ya través del
artículo 82sedescriben los porcentajes que segravan a los bienes yservicios correspondientes.
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Dicho en otras palabras, la Corte Constitucional observa que el legislador ha
conferido una potestad tributaria a los gobiernos autónomos descentralizados
regionales y de los distritos metropolitanos para fijar un gravamen indeterminado
sobre gravámenes que sí se encuentran determinados por la ley. En el caso del
primero, no se describe mediante acto legislativo el hecho generador, los sujetos
de la relación tributaria, las exenciones, la tarifa, las exoneraciones, deducciones,
sanciones, reclamos o recursos, mientras que en el caso de los segundos, es decir,
de los impuestos a los consumos especiales y de aquellos que se gravan por
compraventa de vehículos o consumo de combustibles, se encuentran
establecidos y determinados en las normas correspondientes de la Ley de
Régimen Tributario Interno. Es por esta razón que para la Corte Constitucional,
la potestad contenida en el segundo inciso del artículo 179 del COOTAD al
referirse vaga e indeterminadamente a "montos adicionales", inobserva y
trasgrede el principio de reserva de ley de los tributos.

No obstante de lo señalado, la Corte Constitucional debe aclarar que tal
argumento no desconoce en modo alguno la potestad constitucional de los
gobiernos autónomos descentralizados de crear tasas y contribuciones especiales
de mejoras generales o específicas por los servicios que son de su
responsabilidad y para las obras que se ejecuten en el ámbito de sus
competencias y dentro de sus respectivas circunscripciones territoriales. El
problema jurídico se manifiesta en tanto el legislador ha inobservado el principio
de legalidad en tanto ha creado una potestad que permite establecer montos
adicionales a gravámenes debidamente establecidos y detallados en la ley y que
tal atribución, que conforme a derecho deberá hacerse únicamente mediante
normas regionales, provinciales, municipales o metropolitanas.

Además, estos montos adicionales no solo incumplen e inobservan el requisito de
cuantía tributaria o la forma de establecerla, sino además incurren en una grave
contradicción con el principio constitucional de retribución por pago de tasas y
contribuciones especiales que expiden los gobiernos autónomos descentralizados
con el único propósito de otorgar a la población un servicio público o una obra
determinada por tal imposición tributaria local.

En este sentido, conviene recordar que en la sentencia N.° 003-09-SIN-CC citada
ut supra, la Corte Constitucional, para el período de transición, estableció
claramente que si bien existen diversas conceptualizaciones de tasa en la doctrina
tributaria, todas ellas coinciden en la prestación de una actividad estatal
vinculante, "ya sea efectivo o potencial, particularizada en la prestación de un
servicio público". En otras palabras, la sentencia en mención señaló que "... la

^ es un tributo vinculado cuyo hecho generado consiste en la realización de
una actividad estatal" y en el caso bajo examen, el segundo inciso del artículo hf
179 del COOTAD establece como hecho generador de este nuevo gravamen
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"establecer políticas públicas", criterio que a la luz de las disposiciones
constitucionales9 y de la jurisprudencia expedida a través de la sentencia N.°003-
14-SIN-CC por la Corte Constitucional10, no constituyen en modo alguno
actividades de servicio público concreto e identificable por el cual los
contribuyentes se encuentren obligados a pagar un gravamen.

Además, en cuanto al concepto de tasa, la Corte Constitucional mediante
sentencia N.° 0016-15-SIN-CC señaló que:

[U]na tasa es por esencia una prestación obligatoria en favor del Estado y cuyo origen
está establecido en un acto normativo, es decir, un tributo. Por ende, al tratarse de un
gravamen impuesto por un Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal en uso de
su potestad tributaria prevista en la Constitución de la República y la ley, le son
plenamente aplicables los principios tributarios en el presente problemajurídico.

Conforme lo establece nuestro ordenamiento jurídico y en este caso en concreto el
Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomías y Descentralización
COOTAD, los Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales gozan de la
potestad para crear tasas ante dos supuestos claramente identificables en la norma, lo
que se conoce en términos tributarios como hecho generado. El primero de ellos es en
relación a la prestación de un servicio público en el marco de las competencias, en
donde el Gobierno Municipal exige de los ciudadanos el pago de un monto económico
ante el servicio real o potencial que brinde dicho Gobierno, siempre que, señala la ley,
el monto o tarifa fijado para cumplir con la obligación tributaria guarde relación
con el costo de producción de dichos servicios [énfasis fuera del texto original]. Esto
bajo la idea de que la prestación realizada por el contribuyente no tenga como fin el
generar ganancias en beneficios de la municipalidad, sino simplemente de cubrir el
costo exacto que implique brindar dicho servicio.

Un segundo hecho generador por el cual un Gobierno Municipal puede obtener ingresos
tributarios por medio de una tasa, es precisamente la utilización privativa o el
aprovechamiento especial del dominio público. Circunstancia que difiere de figuras
jurídicas como el canon o arrendamiento, en la medida que estos son aplicables ante la
utilización privativa de un bien público de uso particular o evidentemente de un bien
privado. En este tipo de tasa es evidente que el Gobierno Municipal no presta ningún
servicio, sino que autoriza que los particulares hagan uso privativo y con fines
comerciales de un espacio público de uso común. Precisamente, el hecho de que un
particular ejerza actividades dentro de estos espacios de manera exclusiva y diferencial

' Art. 314 de la Constitución de la República.- El Estado será responsable de la provisión de los servicios públicos de agua potable y
de riego, saneamiento, energía eléctrica, telecomunicaciones, vialidad, infraestructuras portuarias y aeroportuarias, y los demás que
determine la ley.
El Estado garantizará que los servicios públicos y su provisión respondan a los principios de obligatoriedad, generalidad,
uniformidad, eficiencia, responsabilidad, universalidad, accesibilidad, regularidad, continuidad y calidad. El Estado dispondrá que
losprecios y tarifasde losservicios públicos seanequitativos, y establecerá su controly regulación.
10 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia n°. 003-14-SIN-CC, caso 0014-13-IN y acumulados n°. 0023-13-IN y 0028-13-IN, p.
57: "De manerageneral, servicio público es toda actividad que se efectúa en beneficio de un conjunto de destinatariosquienes, por
la existencia de un interés generaí o común, demandan la prestación de los mismos a los cuales les compete un régimen especial,
dada la relevancia social que comporta. En este sentido, los servicios públicos constituyen prestaciones que satisfacen una necesidad
de interés general, cuya cobertura puede realizarse a travésde la gestióndirectadel Estado o travésde entes privados, tal como
establece enelmarco constitucional vigente". \ \1
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al resto de personas, elimina el sentido de gratuidad que existe en el uso de estos
espacios y lo deriva en el nacimiento de una obligación tributaria.

Desde este punto de vista, la Corte Constitucional no advierte que la potestad
tributaria conferida en el segundo inciso a los gobiernos autónomos
descentralizados regionales guarde adecuación con el principio constitucional de
reserva de ley, en tanto como quedó indicado anteriormente, no cumple con los
requisitos establecidos por el ordenamiento jurídico. Tampoco cumple este
gravamen con la obligación de prestar un servicio público determinado o que
exista por parte del sujeto pasivo de la obligación tributaria la utilización o
aprovechamiento del espacio público.

El análisis efectuado permite dar cuenta que el segundo inciso del artículo 179
del COOTAD no goza de presunción de constitucionalidad establecido en el
artículo 76 número 2 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional. Tampoco, a juicio de esta Corte Constitucional resulta aplicable
el principio in dubio pro legislatore, en tanto el contenido de la disposición
normativa no ofrece posibilidad de duda que permita aplicar tal principio; existe
claridad en cuanto a la imposibilidad de generar tributos en la categoría de
impuestos que no cumplan los requisitos legales determinados por la norma
correspondiente y además, resulta claro que los gobiernos autónomos
descentralizados en cualquier nivel de gobierno, no tienen competencia para
establecer gravámenes bajo la denominación y características de impuestos, cuya
competencia corresponde, como quedó indicado previamente y de modo
exclusivo al Estado central de conformidad a lo establecido en el artículo 301 de
la Constitución de la República.

Por estas razones, la Corte Constitucional considera que el inciso segundo del
artículo 179 del COOTAD es inconstitucional y no puede permanecer en el
ordenamiento jurídico por las consideraciones hasta aquí efectuadas.

En lo que respecta al quinto inciso del artículo 179 del COOTAD, esta Corte
estima necesario precisar que tal disposición normativa debe ser leída y analizada
en conjunto y de modo integral con todo el contenido del artículo 179, por cuanto
este inciso únicamente permite a los gobiernos de los distritos metropolitanos
crear, modificar o suprimir, mediante normas regionales, tasas y contribuciones
especiales para servicios u obras que se ejecuten en sus respectivas
circunscripciones territoriales. En este sentido, de mantenerse vigente la
disposición contenida en el inciso segundo del artículo 179, el inciso quinto
sufriría un efecto de inconstitucionalidad por reenvío normativo, más habiéndose

nsiderado que el segundo inciso del artículo 179 es contrario a la Constitución
or lo tanto merece ser expulsado del ordenamiento jurídico, el inciso quinto

no sufrirá ningún efecto de reenvío y por lo tanto, es posible en este caso aplicar-
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favorablemente el principio de permanencia de las disposiciones del
ordenamiento jurídico.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de
la Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional
expide la siguiente:

SENTENCIA

1. Aceptar parcialmente la demanda de acción pública de inconstitucionalidad
presentada.

2. Declarar la inconstitucionalidad del segundo inciso del artículo 179 del
Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomías y
Descentralización que otorga la potestad a los gobiernos autónomos
descentralizados regionales para fijar montos adicionales a los impuestos a
todos los consumos especiales, vehículos y al precio de los combustibles, por
contravenir el principio constitucional tributario de reserva de ley, previsto en
el artículo 301 de la Constitución de la República.

3. Una vez que el segundo inciso del artículo 179 del Código Orgánico de
Organización Territorial, Autonomías y Descentralización ha sido declarado
inconstitucional y por ende, expulsado del ordenamiento jurídico, se declara
la constitucionalidad del quinto inciso del artículo 179 del Código Orgánico
de Organización Territorial, Autonomías y Descentralización.

4. Notifíquese, publíquese y cúmplase.

Alfredo Rútz Guz

PRESIDENTE
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Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno
de la Corte Constitucional, con siete votos de las señoras juezas y señores jueces:
Francisco Butiñá Martínez, Pamela Martínez de Salazar, Wendy Molina
Andrade, Marien Segura Reascos, Ruth Seni Pinoargote, Roxana Silva Chicaíza
y Alfredo Ruiz Guzmán, sin contar con la presencia de los jueces Tatiana
Ordeñana Sierra y Manuel Viteri Olvera, en sesión del 14 de diciembre del 2016.
Lo certifico.

JPCH/msb
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RAZÓN - Siento por tal, que la sentencia que antecede fue suscrita por el señor
Alfredo Ruiz Guzmán, presidente de la Corte Constitucional, el día jueves 29 de
diciembre del dos mil dieciséis.- Lo certifico.

JPCH/JDN
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RAZÓN.- Siento por tal que, en la ciudad de Quito, a los veintinueve días del mes
de diciembre del dos mil dieciséis, se notificó con copia certificada de la sentencia
058-16-SIN-CC, de 14 de diciembre del 2016, a los señores: Beliza Coro
Guairacaja, en la casilla judicial 4993, y a través del correo electrónico:
llbustos@hotmail.com; a Alexis Mera Giler, Secretario Nacional Jurídico de la
Presidencia de la República, en la casilla constitucional 001; a Gabriela
Rivadeneira Burbano, Presidenta de la Asamblea Nacional, en la casilla
constitucional 015, y a través del correo electrónico:
asesoria.iuridica(g)asambleanacional.gob.ec: y, aDiego García Carrión, Procurador
General del Estado, en la casilla constitucional 18; conforme constan de los
documentos adjuntos.- Lo certifico.-

JPCH/jdn A
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1909-16-EP

0591-16-ÉP

0288>;1!2^ÉF

FECHA DE

RESO: SENT.

DICT. PROV. O

AUTOS

PROV. 29 DE

DICIEMBRE DEL'
2016; - :..--

(AUDIENCIA DÉ
. PLENO)

PR^Vv^DB
DlCl;ÉMSk§l5El

2'fjjfí .
j. (ÁiJfilE^CS'DE

\ RLENfjty

.PR©:Ví:f9)DE '
L5@;EiyiBR'f'E)ÉL-

'-.'• •ÍOJÍiéi''
(AuiJíI^íaSe"

;'' Av. 12 cl"é«OctulírétN 16-114 ypasaje Nicolás Jiménez
(frente"al¡ parque EI;,Arbql¡tó) •TeÍfs.:.(593-2) 394-1800 -

"",, - " ' ,,- emáií: cómuhicación@cce.gob.ec
iJ - *: -.,j „' i' " ''• .." ..'--Quito,-Ecuador



ALCALDE Y PROCURADOR
PROCURADOR GENERAL DEL 18
SINDICO DEL

GOBIERNO
248 ESTADO

AUTÓNOMO
DESCENTRALIZADO

Y

280
ERNESTO

SALGADO 475

1022-12-EP SENT. 14 DE

DICIEMBRE DEL
7016

DEL CANTÓN BURBANO
CALVAS

JAIME HUMBERTO

CHANALATA

RIVERA,
PROCURADOR
JUDICIAL DE

CELIANO SEBASTIÁN
PAREDES MONAR,

655 0242-13-EP
SENT. 14 DE

DICIEMBRE DEL

2016
ANTONIO WILFRIDO
PAREDES MONAR, Y

SILDA LUCÍA
MONAR TAPIA

PROCURADOR

GENERAL DEL f
ESTADO *»

118

0038-11-IN •' SENT. 14 D'Ejj
PRESIDENCIA DE

01 l f •"DICIEMBRE DÉTTl
LA REPÚBLICA 2TJTC i

ASAMBLEA 3NACIONAL
15 1

EMPRESA —\
CANTONAL DE

AGUA POTABLE Y PROCURADOR

ALCANTARILLADO
DE GUAYAQUIL

97 GENERAL DEL

ESTADO
18 0214-13-EP SENT. 14 DE

DICIEMBRE DEL
2016ECAPAG |

'

PROCURADOR

GENERAL DEL 18
ESTADO

JOSÉ VICENTE

BERMEO BERMEO 1173

0606-13-EP
AUTO. 21 DE

DICIEMBRE DELJUECES DE LA

SALA 2016

LAURA ANA ESPECIALIZADA

BERMEO PESANTEZ 166 DE LO CIVIL Y

MERCANTIL DE

LA CORTE

PROVINCIAL DE

JUSTICIA DEL

AZUAY, (EX
SEGUNDA SALA)

680

f.' //.:•



Corte
Constitucional
del ecuador

EGBERTQ . "
WLApiMÍR'0

VILLÁL-BAVEGA

.patricio

beñálcazar
'- 'áilarcqn>,^,

. djréctor ,' '
'ñagMñal de

, PRQfÉeeiÓN.DE
.. DERÍ£H(ást

HUMAÑÓsV^IÍELA^
NATURALEZA dé la-

DEFENSORÍA DEL
PUEBLO Y. OTROSÍ

129

2.4T

CORPORACIÓN
NACIONAL DE

TÉLECOMUNICAC:
,,-IONES

PROCURADOR;
GENERAL DEL

ESTADO

JUECES DE LA

SALA CIVIL Y

MERCANTIL DE
LA CORTE

PROVINCIAL DE
JUSTICIA DE

PICHINCHA

MEDIANTE

JUECES SALA

CIVIL Y

MERCANTIL DE

LA CORTE

NACIONAL DE

JUSTICIA

CASA DE LA

MOVILIDAD

HUMANA DEL

DISTRITO

METROPOLITANO
DE QUITO •

prOcürAdó'r
general üél

ESTADO'

04

18

680

19

53

18)

1470-16-EP

0398-11-EP

AUTO. 21 DE

DICIEMBRE DEL
2016

• SENT. 14 DE,-
DICIEMBRE DEL

".".'•"": 20jÍ:6,

Totáli de"-Boletas:- (33.): tréiiiiáy ífesi "" QUITÓ;,, EV.MI^ 2.9> &Ú1'e^ff#e;:cféÍ1 MÍ6>

p¿www;corteconstituc¡ohálrgob.ec

Ab/Júáñ) ÍMgp}I^oíaMé-
ASISTENTE DÉ PRjO(¿ESÓ¿

•je,..,.

CÁSUÍERC

-'3PHS:
Hofa.v ;.....'.li:.:Sí.^^.„^I ""' '̂
lolol 6btetaK^~rr.7.í5iP '• '-.'..-.'j

J

• Av. 12 de Octubre N16yi4 ypasaje ÑicblásJjménez/
(frente al;pa^rquetlArpqiitó)/Teífs.íísgá^ISg^-ISÓO-

erriá|l;'comunicácion@cce.gob.ec
:'.'.>• ,- i-í'Aí-'jV ', , Quito - Ecuador"
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ti Corte
Constitucional
delecuador

GUIA DE CASILLEROS JUDICIALES Ño. 847

ACTOR

MARIÍON RAMIRO
PAZMINO FREIRÉ

EMPRESA.CA-NTONAL
DE AGUA P'Q.TABLE Y

{ ALCANTARILLADO; DE
GUAYAQUIL ECÁPAGl

CASILLA

JUDICIAL

1731

53 Í8.

.Total'de BóTetááií.fl'ijí^nce

DEMANDADO

FISCALÍA GENERAL

DEL ESTADO

ERNESTO SALGADO

BURBANO

ASOCIACIÓN DE

MUNICIPALIDADES

ECUATORIANAS •

WAGNER GUILLERMO'

SALAZAR SÁNCHEZ

AFREANITO NICANOR

RODRÍGUEZ Y OTROS

, RITA ARACEL TORAL
PALMA

.iOSÉ.LADlM'ES.'
ÁQUIRRE '

CASA'DE„ILAV -••; '••
•MOVILIDAD HÜMA-NA

. DElLyDJSTRJTO
MÉTROMlLITANQ DE

:.&ÜIT<D' .;

21 n J10lé

& P

fívvwwcortecónstitucional.qdbiéc

CASILL

A

JUDICI

AL

1207

y

4998/

1981/

/1981

3029,/

6166/

1521

2292

Nro. DE

CASO

0591-16-EP

1022-12-EP

0242-13-EP

0214-13\EP

0398-Í1-ÉP

FECHA DE

RESO. SENT.

DICT. PROV. O

AUTOS

PROV. 29 DE

DICIEMBRE DEL

2016

(AUDIENCIA DE
PLENO)

SENT. 14 DE

DICIEMBRE DEL

2016

SENT. 14 DE

DICIEMBRE DEL

2016

•SENTTTDT?
DICIEMBREJB6

2016- 1

' SENTÍ 14 DE"

DTCiEMBRE'DEL
' ; t<$Ms '

\SENTr,lL4DÉ,-. ,
diciembre; DEL

20;í6;

QÜíTCi a-.M'.:jJ 29"de diciembre del 2016

' Av. 12 de Octubre NT6-114 y pasaje Nicolás'Jiménez
(frente al parque Él Arbolito) -Telfs ":=(59.3-2)-394-'l 800 '

' email: cpmuriicacioh@cce.gob.ee
't ,% Quito - Ecuador,.



Jair Dalgo

De:

Enviado el:

Para:

Asunto:

Datos adjuntos:

Jair Dalgo
jueves, 29 de diciembre de 2016 13:57
'ljbustos@hotmail.com'; 'asesoria.juridica@asambleanacional.gob.ec'
SE NOTIFICA SENTENCIA DE 14 DE DICIEMBRE DEL 2016
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